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NEUQUEN, 25 de Septiembre del año 2018 

Y VISTOS: 

En acuerdo estos autos caratulados "SAIEG JUAN 

ALEJANDRO C/ CORREO OFICIAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA S.A. S/ 

DESPIDO" (JNQLA6 510735/2017) venidos en apelación a esta Sala 

III integrada por los Dres. Marcelo Juan MEDORI y Fernando 

Marcelo GHISINI, con la presencia de la Secretaria actuante 

Dra. Audelina TORREZ y, de acuerdo al orden de votación 

sorteado, el Dr. Medori, dijo: 

I.- Que a fs. 82/84 obra el memorial del actor 

fundando el recurso de apelación interpuesto contra la 

resolución interlocutoria del 12.06.2018 (fs. 77/78); pide se 

revoque y se confirme la jurisdicción laboral provincial para 

conocer en la contienda. 

Relata que la juez de grado incurre en 

arbitrariedad al declarar la incompetencia de la justicia 

ordinaria cuando la persona del accionante y la materia a 

tratar resultan ser de derecho común, tal como lo puntualizó 

el dictamen fiscal. 

Señala que la adopción de un régimen federal 

supone la necesidad de afrontar la distribución de funciones 

del poder estatal entre el gobierno federal y los gobiernos 

provinciales y, como es sabido, en el sistema argentino la 

división entre la competencia federal y las provinciales sigue 

el criterio de regla y excepción: la regla es la competencia 

provincial o local (art. 121 C N) y la excepción la 

competencia federal. 

Con lo expuesto quiere significar que siendo lo 

que se debate una cuestión de naturaleza puramente laboral, 

corresponde al fuero del trabajo provincial entender en las 

presentes actuaciones. 

Menciona que el art 1º de la ley 921, no hace 

distinción entre trabajadores públicos nacionales, 
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provinciales o privados, pretendiendo abarcar la totalidad de 

los trabajadores que presten servicios en la Provincia de 

Neuquén. 

Manifiesta que como bien lo sostiene el fiscal, 

aun cuando pudiera atribuirse la adjudicación del caso al 

fuero federal en razón de la naturaleza jurídica de la aquí 

demandada –Correo Oficial R.A.-; debe ponderarse que en virtud 

de la persona del accionante, que es un trabajador, y del 

derecho de fondo a aplicar, corresponde que la competencia en 

el conocimiento de la misma sea asignada la justicia 

provincial. 

II.- Sustanciada la queja (fs. 85), la demandada 

la contesta a fs. 86/88 vta.; peticiona se rechace el recurso 

y se confirme la resolución interlocutoria de primera 

instancia, con costas al apelante. 

Pone de manifiesto que el planteo carece de los 

presupuestos mínimos exigidos por el art 265 del Código 

Procesal Civil y Comercial para constituir una crítica 

razonada, concreta y fundada de los argumentos que le causan 

gravamen. 

Da cuenta que la declinatoria interpuesta por vía 

de excepción previa versa sobre la competencia en razón de la 

persona y el decisorio se ha circunscripto a dicho planteo en 

forma congruente y fundada. 

Cita jurisprudencia en apoyo a sus fundamentos, 

referida a que el Correo Argentino es una Entidad Nacional 

cuyo único accionista es el Estado Nacional y que como tal, la 

competencia resulta atribuible a la Justicia Federal. 

Solicita se rechace el recurso de apelación, con 

costas. 

III.- Abordando la cuestión traída a 

entendimiento resulta que la decisión en crisis hace lugar a 

la excepción de incompetencia planteada por la demandada, 

declinando la competencia provincial a los fines de que siga 



 

3 

interviniendo en la sustanciación de estos obrados la justicia 

federal, por tratarse la demandada, el Correo Oficial, una 

Entidad Nacional. 

Que la jueza de grado analiza adecuadamente la 

materia, partiendo de que la intervención del fuero federal en 

las provincias es de excepción, y de interpretación 

restrictiva, encontrándose circunscripta a los supuestos 

previstos por las normas que fijan su competencia. 

Así se ha señalado que: “La competencia del fuero 

federal está determinada en el art. 116 de la Constitución 

Nacional, siendo doctrina reiterada de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación aquella que señala que la competencia de 

los tribunales federales es, por su naturaleza, restrictiva, 

de excepción y con atribución limitada a los casos que 

menciona la Constitución Nacional” (cfr. autos “Obras 

Sanitarias de la Nación c/ Pérez Funes”, Fallos 307:1139, 

entre muchos otros). 

El art. 116 de la Carta Magna nacional, es 

categórico al establecer que corresponde a la justicia federal 

conocer en todos los procesos en los cuales la Nación sea 

parte actora o demandada en sus diversas formas. 

Y como ya lo ha señalado esta Sala III, “Dentro 

del término Nación se deben entender comprendidas, a los fines 

de la competencia federal, las reparticiones autárquicas y 

empresas estatales autorizadas para actuar directamente en 

juicio, en virtud de que en los pleitos de esas entidades el 

Estado está interesado porque podría hallarse comprometida su 

responsabilidad” (cfr. "Romero Felisinda c/ Caja de Seguros 

S.A. y otros s/ D. Y P. Res. Contractual Particulares" (Expte. 

Nº 367310/2008). 

Que la parte demandada en estas actuaciones 

resulta ser el Correo Oficial de la República Argentina, 

sujeto que, en tanto sociedad del Estado Nacional –Decreto 

721/2014-, se trata de un ente de la administración pública 
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nacional encuadrable dentro del supuesto que prevé la norma 

constitucional citada, razonamiento que conduce a que el 

conocimiento del caso esté reservado a la justicia federal. 

Sin embargo, como es sabido también, esta 

competencia es prorrogable, salvo casos excepcionales de 

expresa prohibición legal. 

Sobre el punto, se ha explicado que “…la 

competencia federal en razón de las personas es prorrogable a 

los tribunales provinciales, aun siendo parte la Nación o 

algunas de sus reparticiones autárquicas. Se puede, salvo 

casos excepcionales de expresa prohibición legal, declinar la 

jurisdicción federal a favor de la jurisdicción local o 

provincial, ya sea en forma expresa o tácita […] Puede ser 

renunciada por su beneficiario”. 

Y que: “[…] la prórroga de la competencia 

federal, que implica una renuncia expresa al fuero y una 

atribución de competencia a los tribunales ordinarios, 

constituye una de las excepciones a la regla de la 

improrrogabilidad de la competencia federal, que cede por 

voluntad de las partes, ya sea en forma expresa o tácita, 

siempre y cuando no afecte el orden público, conforme lo prevé 

el inc. 4º del art. 12 de la ley 48”. (cfr. Sala II "Banco de 

la Nación Argentina c/ Zelenko Cristian Ariel s /cobro 

ejecutivo Expte. Nº 883-CA-3 14-8-2003 con cita de Silvia 

Palacio De Caeiro- Competencia Federal Civil-Penal- pag. 54)”. 

En el caso no existió tal declinación que amerite 

consagrar la continuidad de la causa por ante el Juzgado 

Provincial. 

Al contrario, la demandada ha manifestado su 

preferencia por el fuero federal planteando la incompetencia 

por tal motivo, como una excepción de carácter previo, en los 

términos del art. 24 inc. a) de la Ley 921. 
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Según lo analizado la competencia federal se 

impone, sin que sea óbice a lo expuesto la naturaleza laboral 

de la materia debatida en la causa, porque como bien lo ha 

enfatizado esta Sala “Resulta competente la justicia federal 

ratione personae si más allá de que la relación jurídica se 

encuentra principalmente regida por leyes de naturaleza civil, 

la pretensión se dirige, en forma nominal y sustancial, contra 

el Estado Nacional (cfr."Romero Felisinda” ya citado). 

En el mismo sentido, la cuestión ha sido resuelta 

por la Sala II de esta Cámara en su anterior composición 

expresando: “En las causas en que la Nación, las reparticiones 

autárquicas y las empresas estatales son parte, la 

jurisdicción federal surge en razón de las personas que 

intervienen como sujetos en el juicio, con independencia de la 

naturaleza litigiosa” ("BANCO DE LA NACION ARGENTINA C/ MUÑOZ 

JOSE MANUEL Y OTROS S/ COBRO EJECUTIVO" (Expte. Nº 841-CA-3- 

Resint 12.08.2003). 

Con cita del Superior Tribunal de Rio Negro se ha 

pronunciado la Sala I, puntualizando: “Este Superior Tribunal 

resulta incompetente para entender en autos, considerando que 

lo es la Justicia Federal, en función de ser el demandado un 

ente público administrativo de carácter nacional, la 

Administración Nacional de Seguridad Social -ANSESS-.” (Expte. 

Nº 14515/00 -STJ- de fecha 14-04-002015Se. AU. 51/00 "B., D. 

A. S/AMPARO S/COMPETENCIA”, Cfr. Sala I, "Chaktoura Nora María 

c/ Caja de Seguros S.A. y otros/ Cobro ordinario de pesos" 

(EXP Nº 380966/2008). 

IV.- En función de lo expuesto, propiciaré al 

acuerdo que se confirme la resolución de grado en todo lo que 

ha sido motivo de recurso y agravios, con costas de Alzada al 

recurrente vencido (arts. 17 L. 921, 68 y 69 del CPCyC), 

regulándose los honorarios de Alzada en 15 Jus para la Dra. 
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..., letrada apoderada de la demandada y en 12 Jus para la 

Dra. ..., letrada apoderada de la actora (arts. 9 y 15 L.A.). 

Por ello, esta Sala III 

RESUELVE: 

1.- Confirmar la resolución dictada a fs. 77/78 

del 12/06/2018, en todo lo que fuera materia de recurso y 

agravios. 

2.- Imponer las costas de Alzada al recurrente 

vencido (arts. 68 C.P.C.C.). 

3.- Regular los honorarios de los letrados 

intervinientes en la Alzada, en 15 Jus para la Dra. ..., 

letrada apoderada de la demandada y en 12 Jus para la Dra. 

..., letrada apoderada de la actora (arts. 9 y 15 L.A.) 

4.- Regístrese, notifíquese electrónicamente, y, 

oportunamente, vuelvan los autos al Juzgado de origen. 

Dr. Fernando Marcelo Ghisini - Dr. Marcelo Juan Medori 
Dra. Audelina Torrez - SECRETARIA 


